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			PRÓLOGO

			SITUACIÓN ACTUAL Y RETOS PENDIENTES 
DEL ESTUDIO DE LOS DERECHOS

			Guillermo Escobar Roca

			Escribir hoy sobre derechos produce una cierta melancolía, que según Víctor Hugo es el placer de la tristeza. Cuando, en la posguerra alemana, Horkheimer y Adorno se preguntaban socráticamente si tenía sentido escribir después de Auschwitz, venían a contestar: «Si el discurso debe hoy dirigirse a alguien, no es a las denominadas masas ni al individuo, que es impotente, sino más bien a un testigo imaginario, a quien se lo dejamos en herencia para que no perezca enteramente con nosotros», cita que recuerda uno de los coordinadores de esta obra en su hermoso libro sobre un tema esencial, la responsabilidad individual ante no pocos males consentidos que atacan la dignidad de las personas (vid. Enríquez Sánchez: 2015).

			La mayoría de nosotros seguimos escribiendo, no tanto para acumular méritos en la soñada «acreditación» (nuevo ejemplo de la deshumanización de la burocracia y de la creciente precarización del profesorado universitario), sino más bien soñando en que sirva de algo, práctico se entiende, aunque no lleguemos a verlo. Vana esperanza a corto y medio plazo: casi nadie nos lee, apenas nuestros propios colegas (como se constata cada día de forma más clara) y desde luego todavía menos quienes deberían extraer algunas enseñanzas de nuestros escritos, por ser quienes más pueden hacer (o al menos más rápido) por el progreso de los derechos, esto es, los poderosos. 

			Llegué a conocer a un Defensor del Pueblo iberoamericano (que se supone encarna la única institución pública dedicada en exclusiva a la garantía de los derechos) que no había leído ni una línea sobre la materia cuando tomó posesión, ni la leyó nunca durante el desempeño del cargo. Mientras tanto, el pueblo ocupa la mayor parte de su tiempo libre viendo la televisión y, en las pocas veces que se compromete por causas que van más allá de sus propios intereses (algunos activistas quedan), suele hacerlo sin norte, sin referentes, hablando de cosas que le suenan pero de las cuales carece de conocimientos básicos. Créanme que sé de lo que hablo, he conocido a bastantes políticos y activistas últimamente. Por no leer, no leen (sobre derechos, estoy hablando) ni los magistrados del Tribunal Constitucional, cuyas sentencias (perdón, sus borradores) son escritas por sus letrados, los cuales posiblemente hayan leído, pero de poco les sirve, pues redactan al dictado, y ya se sabe que el Derecho es dúctil. Aun así, algo nos dice que debemos seguir escribiendo, y, como los gladiadores del circo romano, con una vaga sonrisa en los labios, que diría nuestro Nobel Camilo José Cela.

			El libro colectivo que prologamos recoge dieciocho trabajos, de muy diferente factura (como distintos son sus autores en formación, intereses e incluso ideología), cuya visión de conjunto trasluce esa necesaria transdisciplinariedad frente a las pretensiones de sistema y plenitud (rectius, aislamiento) de la clásica ciencia jurídica. Motivo por el cual la obra en su conjunto ofrece una buena panorámica de la situación actual del estudio de los derechos, aunque también nos revela lo lento que se avanza en este campo y lo mucho que queda por hacer.

			Aun así no creo que me competa resumir aquí las dieciocho aportaciones, al modo del «Rincón del Vago», sino más bien aprovechar la deferencia de mi buen amigo José María Enríquez para, inspirado por la lectura de la obra que, junto a Aniceto Masferrer y Rafael Enrique Aguilera, acertadamente ha coordinado, poner por escrito algunas reflexiones generales, profundizando, como resulta inevitable, en ideas ya apuntadas en otros lugares. 

			Ya que, como veremos, es prácticamente imposible construir colectivamente la ciencia, al menos intentemos construir con coherencia nuestra propia obra, trabajando sobre lo hecho y con miras a lo que proyectamos hacer. Dividiré por tanto estas breves reflexiones en dos partes: aspectos metodológicos y cuestiones teóricas generales.

			En cuanto a la metodología, creo que las llamadas «ciencias de los derechos» están todavía en mantillas. Siguen con sus antiguos métodos, que apenas han cambiado en los dos últimos siglos. Pero sin una reflexión sobre estas cuestiones metodológicas, el avance será imposible y nuestra tarea menos útil:

			a) Los estudiosos del Derecho siguen demasiado ensimismados en sí mismos, y es imposible conocer bien esta materia sin abrirse a otros campos (vid. Ballestero: 1980, 107 ss.). ¿Por qué los juristas no lo hacen? No creo que, en la mayoría de los casos, por un deseo de «pureza» metodológica a lo Hans Kelsen, sino por falta de tiempo. Después volveremos sobre los condicionantes institucionales de la ciencia pero baste de momento con apuntar que la «soledad del profesor de fondo» —en expresión de Antonio Enrique Pérez Luño— se acrecienta día a día: la mayoría de los profesores, incluso desde los inicios de su carrera, se dedican más a reunir papeles para lograr acreditarse, asistir a reuniones inútiles o conseguir trabajos extra, que a lo que debía ser su actividad principal (además, como es obvio, de dar clase), que es simplemente estudiar. De otro lado, es cierto que se escribe bastante, quizás demasiado, y lo primero que hay que aprender es a seleccionar lo que se lee. Un daño colateral del actual sistema de selección y promoción del profesorado universitario (al menos en España) es la práctica desaparición de los maestros (y por ello nos parece pertinente la dedicatoria de esta obra), que al menos nos enseñaban a escoger lo que debía leerse. Cada vez es más frecuente encontrar trabajos académicos que revelan que el autor no ha leído las referencias clave sobre el tema, y así no se puede avanzar científicamente: se supone que la ciencia progresa sobre la base del diálogo con quienes nos han precedido. Así, no se debería escribir sobre un tema de derechos sin antes haber leído y discutido con los autores que mejor han trabajado el mismo.

			b) Se puede escribir por el mero placer de escribir pero, tal y como están las cosas (violaciones continuas de los derechos humanos en todas partes), esta actitud nos parece algo irresponsable. Habría que retomar y ser consecuentes con la función social del intelectual, y antes que ello preguntarse para qué escribimos. Desde siempre el Derecho ha sido una «ciencia» discutida, sobre todo porque no es propiamente descriptiva ni únicamente empírica sino que tiene un alto componente normativo, muchas veces oculto, que aspira a transformar su propio objeto. Entonces, lo primero es tener claro lo que pretendemos, esto es, los valores (o intereses) a los que servimos. Aquí caben sobre todo dos actitudes: definirlos a nuestra manera, en una suerte de ingenua prepotencia intelectual (esta es hoy, me parece, la crítica fundamental al iusnaturalismo, tantas veces destacada por el maestro Elías Díaz), o intentar desentrañarlos de la memoria y del previo esfuerzo colectivo plasmado en declaraciones, pactos y constituciones. Es decir, el ordenamiento tiene ideología y se trata de desentrañarla, no de sustituirla por la propia (vid. Escobar Roca: 2016, 275 ss.). Esta segunda actitud, que no agota del todo nuestra creatividad, tiene una doble trampa (la ficción del carácter democrático y de la supremacía constitucional y del carácter jurídico de las resoluciones de los organismos internacionales y del soft law internacional), pero la creemos preferible a la primera. Parece así algo parcial, por ejemplo, definir la dignidad desde una perspectiva meramente filosófica o la igualdad desde el solo prisma del Tribunal Constitucional (que no es el único intérprete de la Constitución y en todo caso está sujeto a crítica) o la libertad desde los clásicos del liberalismo. Se puede desde luego hacer, y se hace bien en esta obra, pero los valores tienen utilidad (insisto en que nuestro estudio al menos debería intentar ser útil) si se conectan mutuamente, si se busca su anclaje en la realidad jurídica y si se exploran las limitaciones de esta, pensando en su superación.

			c) Si no se adopta la postura que me parece preferible (acotar el debate a lo jurídico y participar en él), que podríamos encajar en el llamado «positivismo inclusivo» (los valores caben en el razonamiento pero solo si se conectan con el Derecho positivo), y se opta por definir valores libremente, debemos explicitar y no ocultar nuestra ideología, como sin duda hacen algunos autores en esta obra, caso de los trabajos de Santiago Sánchez (respecto del tema de la libertad), Jorge Alguacil (en atención a la dignidad y las garantías) o Elviro Aranda (sobre su visión jurídico-política de los derechos civiles y políticos), entre otros.

			d) La Historia y la Filosofía se muestran disciplinas útiles para un saber sobre los derechos humanos, pero solo si son capaces de adaptarse a sus necesidades, entre las cuales como mínimo hay que incluir la pretensión de suministrar antecedentes y guías para comprender y resolver los problemas de hoy, los cuales desde luego tienen raíces en el pasado y enfrentan cuestiones ideológicas. Sin la Historia el Derecho no se entiende (vid. Zagrebelsky: 2005). Después de la monumental obra colectiva Historia de los derechos fundamentales, iniciada en su día por Gregorio Peces-Barba, parecería que no queda para la aproximación histórica (me refiero a una aproximación como la que defiendo, encaminada a entender mejor nuestro presente) mucho más que decir, de no ser el refinamiento empírico del análisis de los mecanismos del poder y de sus relaciones con los avances y retrocesos en la efectividad de los derechos humanos y fundamentales. A este respecto el trabajo de María de la Paz Pando Ballesteros es una admirable síntesis, que tiene el doble mérito de integrar la perspectiva de género y de intentar establecer un hilo de conexión entre intelectuales y textos jurídicos, aunque no tanto entre estos últimos y su efectividad real. Queda todavía un ancho campo casi inexplorado: determinar en qué medida las relaciones de poder real, en sus múltiples dimensiones y manifestaciones (política, jurídica, económica e ideológica), han conectado o no con los intereses y demandas de la ciudadanía y en especial de las clases populares, y cuándo y cómo estas han conseguido avances en el progreso de los derechos, que puedan servir como ejemplo para el futuro[1]. Este tipo de aproximaciones históricas, de inevitable inspiración marxista[2], nos permitirían identificar enemigos y aliados, también para la situación actual. El último párrafo del trabajo de Pando Ballesteros alude de pasada a una realidad inquietante que bien merecería como poco una tesis, pero que ya no sería de Historia sino de actualidad.
 Por lo que a la Filosofía se refiere, baste con insistir en lo antedicho sobre una aproximación más útil al estudio de los valores y solicitar a los estudiosos de esta materia (en esta obra, Juan Antonio Gómez García y Fernando Longás) que iluminen a los juristas y a la sociedad en general, con miras a solucionar los muchos dilemas éticos que hoy plantean los derechos humanos. Se puede hacer Filosofía sin plantear ninguno de estos dilemas pero si no nos ilustran ellos, ¿quién va a hacerlo?

			e) La Dogmática jurídica es la parte más importante del estudio de los derechos. No es esta sin embargo la aproximación predominante en esta obra transdisciplinar, en la que encontramos enfoques metodológicos muy diversos. Esto en principio resulta saludable, pues los juristas necesitamos también otras lecturas y aportes teóricos, que nos inspiren y ayuden a dotar de coherencia y sentido a nuestros análisis (vid. Escobar Roca: 2014). Si bien encontramos en esta obra trabajos más «jurídicos» (quiero decir, los que exponen e interpretan normas jurídicas vigentes y concretas) como son los referidos al Derecho internacional por parte de Ana Belén Santos, Raúl Cancio y Claudio Nash, se echa en falta ahondar en mayores polémicas, entre las que incluyo mis reservas sobre el intento de centrar en el Derecho internacional la solución de los problemas de los derechos humanos, una aproximación interesante pero inviable a medio plazo, lo que no le quita valor como ideal a largo plazo. Los autores intuyen estas dificultades y en sus escritos queda de manifiesto la dificultad de concretar.
 La Dogmática jurídica nacional (Derecho constitucional pero no solo) debe ser la disciplina central del estudio de los derechos y no en vano es con diferencia la más cultivada (que no desarrollada). Quienes más se adentran en esta perspectiva son los constitucionalistas María Salvador y Jorge Alguacil. Sus estudios son impecables pero se nos quedan algo cortos en la búsqueda de las soluciones que tanto necesitamos: parece que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional no sirve (e incluso dificulta) para resolver las crecientes desigualdades sociales presentes en nuestra sociedad (y que amenazan la necesaria integración constitucional) y que los refinamientos categoriales de inspiración germánica no logran ocultar un sesgo ideológico ciertamente respetable pero no explicitado.

			f) De entre las ciencias auxiliares de la Dogmática de los derechos, sin duda la Sociología ha de ocupar el lugar primordial, y es aquí donde queda mucho por avanzar, tanto en un sentido como en otro. Como señala Luigi Ferrajoli, «la aproximación sociológica al tema de los derechos sistemáticamente ignorada por la cultura jurídica parece ignorar a su vez, de forma igualmente sistemática, los estudios jurídicos sobre los mismos problemas» (2000, 235). Se echa de menos este planteamiento en la obra, donde no escribe ningún sociólogo. Por ejemplo, el tema de la eficacia de las normas de reconocimiento de derechos es fundamental, y de poco sirven los análisis dogmáticos si se realizan sobre un Derecho que no se cumple o que no sirve en la práctica a sus objetivos. Hay ciertamente en la obra alusiones a estos incumplimientos pero se trata de alusiones fragmentarias y casi nunca demostradas con pruebas, y es aquí donde la Sociología resultaría de gran ayuda. Téngase en cuenta que el concepto de intervención sobre los derechos es sociológico, no jurídico, y que precede a todo el análisis de sus límites. Los estudiosos (también en esta obra) hacen propuestas de reforma del Derecho y de sus interpretaciones pero si no se basan en datos demostrables de ineficacia del Derecho vigente, carecen de fuerza: las normas deben cambiarse cuando no cumplan sus objetivos, esto es, cuando resulten ineficaces[3]. En este sentido, la temática de los indicadores, bien abordada en el trabajo de Ana Belén Santos, me parece un campo interesante para el trabajo futuro.

			De otro lado, para concluir con estas breves reflexiones metodológicas, un apunte sobre los aspectos institucionales, en el sentido amplio de la expresión. 

			Otro daño colateral de la antes citada reforma universitaria es la disuasión al trabajo colectivo (pues se valora menos en las acreditaciones), así como, de otro lado, la financiación privilegiada a proyectos orientados a resultados de corto plazo y de mercado. Así, trabajos colectivos como este se logran gracias a la vocación de sus autores, lo que tiene un gran mérito, pero se quedan a medio camino, pues la recopilación de datos, tan necesaria en muchos casos (como por ejemplo los que demuestren las violaciones de derechos humanos)[4], requiere cuantiosos medios, y estos no están al alcance de cualquiera[5].

			En segundo lugar, y aunque no cabe una separación estricta entre método y contenido, veremos algunas cuestiones «de fondo», destacando más lo que en esta obra falta y meramente se apunta o intuye (pues sobre lo que se dice, mejor es leerlo directamente), como propuesta de trabajo a los futuros estudiosos, y siempre desde la postura generalista de esta obra, que salvo en un caso (medio ambiente, objeto de un excelente trabajo de nuestro gran especialista Jordi Jaria), no se ocupa de derechos en concreto:

			a) La dualidad derechos humanos/derechos fundamentales, una cuestión en apariencia solo conceptual pero que, por no estar clara todavía, remite también al plano de las concepciones, y que en todo caso resulta de gran incidencia práctica. Es de agradecer que la obra aborde esta dualidad, poco frecuente todavía: hasta ahora tenemos sobre todo, por un lado, estudios filosóficos sobre derechos humanos (de Derecho internacional)[6] y, por otro, trabajos jurídicos sobre derechos fundamentales (de Derecho constitucional). También que su primer artículo comience aceptando la doble definición de Antonio Enrique Pérez Luño, que me parece aceptable como punto de partida, por clarificadora. En varias ocasiones he destacado la necesidad de planteamientos integradores (vid. 2012, 473 ss.) y me parecen encomiables en este sentido los esfuerzos de algunos de los autores de esta obra, pero todavía queda mucho camino por andar, y en concreto, por adecuar los derechos fundamentales a los derechos humanos, lo que puede realizarse, entre otros posibles caminos, mediante el estudio de los valores jurídicos, punto de intersección entre el Derecho y la Moral (vid. Atienza: 2016, 29 ss.). Desde luego, también reivindicando el carácter jurídico y supraestatal del Derecho internacional, perspectiva bien destacada por ejemplo en el trabajo de Raúl Cancio.

			b) El catálogo de los derechos. El tema se trata sobre todo al hilo del estudio de Aniceto Masferrer sobre los derechos de nueva generación, en el que con razón critica la tesis de las generaciones de derechos para luego ofrecer una propuesta alternativa para el catálogo de nuevos derechos que propone.

			c) La indivisibilidad de los derechos y el estatuto de los derechos sociales. Un leitmotiv muy potente del Derecho internacional de los derechos humanos es la indivisibilidad, y como he demostrado en alguna ocasión, y se cita en la obra, este principio ofrece un argumento importante a favor de un reforzamiento de los derechos sociales, que los sitúe al mismo nivel de importancia que los derechos civiles y políticos. Es aquí, como ya señalé, donde encontramos una disparidad importante entre los autores, lo que refuerza la idea de seguir insistiendo. Quizás con planteamientos metodológicos como los ya propuestos y con un diálogo más sosegado con la doctrina reciente hubieran podido llegar a un cierto consenso que permitiera avanzar más en la garantía del conjunto de derechos sin duda más vulnerado en todo el mundo.

			d) La universalidad y los titulares de los derechos. Hay dos formas básicas de entender la universalidad de los derechos: hacia fuera y hacia dentro. Hacia fuera: está claro que la moralidad implícita en las Constituciones nacionales resulta cicatera con lo que sucede fuera de sus fronteras, y que debe corregirse este déficit (vid. Pogge: 2005); en este sentido, trabajos como los de Ana Belén Santos y José María Enríquez resultan especialmente pertinentes. Hacia dentro: la temática de los extranjeros, que apenas aparece en la obra, abre un campo de reflexión especialmente significativo para calibrar las ya citadas distorsiones entre derechos humanos (de todos) y derechos fundamentales (solo de los ciudadanos, en algún caso). Ya fuera de la estricta universalidad de Derecho internacional, quedan muchos temas pendientes sobre titularidad de los derechos, como los colectivos en situación de vulnerabilidad, por cierto, también mucho mejor tratados en el Derecho internacional que en el nacional, que ponen de nuevo de manifiesto la incapacidad jurisprudencial para entender el problema de la igualdad como mandato de diferenciación.

			e) Los obligados: deberes y responsables, enemigos y violadores. Este es un tema clave y del que poco se habla. Hay numerosas referencias en la obra, como decía, no siempre bien documentadas, a violaciones de derechos, pero creo que nos sigue faltando un análisis sistemático de los deberes y responsabilidades (preferentemente jurídico) y una exposición básica de quiénes son los enemigos y los más frecuentes violadores de los derechos (preferentemente sociológica, sin excluir la Historia y la Psicología social), personificando hasta donde se pueda. Valgan aquí las referencias previas sobre la necesidad de la Sociología y de profundizar en el estudio de intervenciones e indicadores.

			f) Las garantías y su contexto. Todo estudio que pretenda ser más o menos completo sobre derechos debe incluir la temática de las garantías pero también de su contexto. Sin una democracia avanzada o sin un Estado de Derecho consolidado no hay derechos que valgan. El trabajo de Estefanía Jerónimo sobre el creciente incumplimiento de los derechos sociales destaca bien este punto, aunque queda pendiente un estudio más profundo sobre los límites del sistema capitalista para la garantía de estos derechos y de todos los demás. El tema de la democracia está bien tratado, aunque de forma tangencial, en el estudio de Alfredo Ramírez Nárdiz. No se habla sin embargo en el libro de los problemas del control judicial y su persistente ineficacia o de nuevas (aunque ya no tanto) garantías, con gran proyección de futuro, como el Defensor del Pueblo, que no en vano sirve a la vez a la garantía de los derechos humanos y de los fundamentales (vid. Escobar Roca: 2010, 227 ss.). Sin embargo, se presta especial atención a la importante temática de la educación en derechos humanos, ya abordada por alguno de los autores de esta obra, en un importante trabajo previo (vid. Enríquez Sánchez et al.: 2014). Cristina Pérez Rodríguez da una buena entrada al tema, con un abordaje interesante de la crisis de valores y su necesaria superación, así como de la importancia de educar y no solo de enseñar, aunque echamos en falta la libertad y la justicia (por cierto, el valor jurídico y social más antiguo y sin embargo hoy más olvidado) en el catálogo de los valores que deben enseñarse. Lourdes Otero y Cristina González García completan la materia, revisando diversas posiciones pedagógicas y tomando partido, con el mérito añadido de aterrizar en la normativa educativa española y en el papel de los profesores, realizando propuestas concretas (aunque nos gustaría recibir un listado de obras literarias como las que sugieren). En ambos trabajos se corre sin embargo el riesgo de dibujar una imagen demasiado idílica del profesor virtuoso, que todavía no existe en la realidad, como tampoco ciudadanos virtuosos. Esta es una de las críticas más populares al marxismo (que alguien calificó como «una buena teoría para una especie equivocada») y hoy a la democracia deliberativa y en general al republicanismo, pero eso no impide proponer ideales, que no me parecen imposibles de conseguir. De otro lado y en todo caso, de poco serviría avanzar en educación de los derechos si los esfuerzos en la escuela se ven contrarrestados por unos medios dominados por la telebasura y los valores del mercado, y por una familia en crisis permanente.

			g) La reforma del Derecho. Nuevamente, encontramos propuestas de reforma normativa y de nuevas políticas en esta obra. Está claro que los derechos se vulneran continuamente y en todas partes, que hay que evitarlo, que los académicos deben realizar propuestas para ello, y que entre estas ocupa un lugar primordial la reforma del Derecho. El problema es que para realizar esta tarea de «política del Derecho» es conveniente conocer bien el Derecho que se quiere cambiar (vid. Ross: 2005, 401 ss.), y aunque los planteamientos de dogmática jurídica no son frecuentes en esta obra, en ella encontramos no pocas pistas útiles para la comprensión del sistema jurídico desde la perspectiva interdisciplinar que la dogmática tanto necesita.

			En definitiva, nos encontramos ante una obra importante, que incluye muchos trabajos de gran interés, que aportan nuevas perspectivas sobre temas centrales de los derechos humanos y fundamentales, pero que no menos pone de manifiesto el largo camino que todavía queda por recorrer. 

			Sin duda, hay que seguir reflexionando y escribiendo, ojalá de forma colectiva e interdisciplinar, y pensando en los problemas de la gente, nos lean o no.

			
				
					[1] Una interesante exposición de esta materia, donde la Historia se muestra útil para entender el presente puede verse en la obra de José María Enríquez Sánchez que lleva por título La lucha por los derechos (Marcial Pons, 2016).

				

				
					[2] Una buena matización a Marx, destacando la importancia de la dominación (de los poderes políticos, económicos e ideológicos) y no tanto de la explotación, por ejemplo, en Ralph Miliband, «Análisis de clases», en Anthony Giddens et al., La teoría social hoy. Alianza, 2006 (2006, 418 y ss.). Este tipo de planteamientos me parecen fundamentales para entender quiénes y por qué, en la Historia y en el momento actual, vulneran los derechos humanos. 

				

				
					[3] No es fácil encontrar trabajos académicos dirigidos a poner de manifiesto las vulneraciones más frecuentes a los derechos. Entre ellos destacamos Fernando Rey Martínez (dir.), Los Derechos Humanos en España: un balance crítico (Tirant lo Blanch, 2015), que tiene el inconveniente de una falta de sistemática y metodología común, y de identificar pocas veces a los violadores de los derechos: parece que todavía hay miedo en España a citar con nombres y apellidos a los responsables de los daños a los derechos (frente a esta tendencia, resulta saludable al respecto Ignacio Sánchez-Cuenca, La desfachatez intelectual, Catarata, 2016). Por su parte, el trabajo de Ignacio Aymerich Ojea, Sociología de los derechos humanos (Tirant lo Blanch, 2001) ofrece pistas metodológicas interesantes, pero nada dice de casos concretos. 

				

				
					[4] Imagine el lector que queremos proponer una reforma legislativa para mejorar la protección del derecho a la salud en España. Esta propuesta debería partir de la premisa de que la ley vigente no protege adecuadamente este derecho, y esto debe ser demostrado con datos (que existe un alto número de personas dañadas por no recibir asistencia sanitaria adecuada, entre otros), lo que a su vez exige invertir mucho tiempo de muchas personas, algo difícil de lograr sin financiación pública. 

				

				
					[5] A este respecto, es interesante el relato de Julius Stone sobre la inversión en investigación jurídica en Estados Unidos y su incidencia en el progreso en el estudio del Derecho: El derecho y las ciencias sociales (FCE, 1973, 35 y ss.). 

				

				
					[6] En otros lugares me he ocupado de analizar los usos más frecuentes de la expresión «derechos humanos», que en síntesis se reducen a dos: la Filosofía y el Derecho internacional. Nuevamente, parece lícito exigir una interconexión entre ambos campos, que no acabamos de encontrar en esta obra, donde hay estudios de uno o de otro, sin demasiada influencia recíproca entre ambos. 
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			HISTORIA DE LOS DERECHOS HUMANOS: DEL ORIGEN 
A LA INTERNACIONALIZACIÓN DEL DISCURSO

			María de la Paz Pando Ballesteros

			A lo largo de las siguientes páginas pretendemos analizar la evolución que han seguido los derechos humanos hasta lograr su reconocimiento en Europa y América y su institucionalización en la ONU, así como su reformulación en perspectiva de género[1] a lo largo de los siglos xix y xx. Plantearse abordar más de doscientos años de lucha por los Derechos de los Hombres y de movimientos de mujeres[2] en el mundo, en todo su pluralismo y diversidad y en un número de páginas limitado resulta utópico. Por ello, vamos a atenernos a subrayar determinados hechos históricos y situaciones especialmente relevantes circunscribiéndonos a los espacios geográficos en los que se ha originado el discurso de los derechos humanos y el de género siguiendo una pauta temporal, es decir la secuenciación cronológica de los diferentes procesos de la Edad Contemporánea.

			1.1. EL ORIGEN DEL DISCURSO DE LOS DERECHOS HUMANOS: MITOS Y MODELOS

			Siguiendo a Pérez Luño (1984, 44 ss.), entendemos los derechos humanos como un «conjunto de facultades e instituciones que, en cada momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional».

			No somos ajenos al debate existente en torno al estudio del origen histórico del discurso de los derechos humanos. Generalmente se considera que tienen su raíz en la cultura occidental moderna, pero no faltan quienes afirman que todas las culturas poseen visiones de dignidad que implican el reconocimiento en forma de derechos humanos, y quienes creen que Occidente no ha creado la idea, ni el concepto de aquellos, aunque sí ha desarrollado una forma de sistematizarlos y una filosofía de los mismos.

			Para muchos especialistas, el origen de dicho discurso se encuentra en la Edad Moderna, en la que se inscribe la producción de la Escuela de Salamanca (en la que cabe citar la obra de Domingo de Soto, del padre Mariana o de Francisco Vázquez), después truncada, que parte de la idea cristiana de la dignidad de la persona. Posteriormente este discurso quedará relegado por la producción de los protestantes anglosajones apoyados en el individualismo, en el racionalismo y en la visión laica de los derechos humanos, a la que tanto contribuiría la Revolución Francesa, cuna de la Modernidad[3].

			En la versión que después halló prioritaria acogida en la Sociedad Internacional, los derechos humanos surgen de la matriz liberal, como un instrumento al servicio de la transformación del Sistema y la lucha contra el absolutismo.

			Las revoluciones liberales contra el absolutismo se convertirán en el contexto en el que cristalicen los textos más influyentes de los Derechos del Hombre. Antes de que John Locke elaborara los grandes textos míticos fundantes del discurso de los derechos humanos, John Milton (1604-1674) se presentaba como gran defensor del republicanismo en su obra El ejercicio de la magistratura y el Reinado donde afirmaba que los reyes obtienen el poder del pueblo y por lo tanto este tiene derecho a destituirlos, encarcelarlos e incluso condenarlos a muerte. No solo hizo apología crítica del absolutismo sino que su obra Aeropagítica es una llamada a la libertad de expresión y a la reivindicación de mayores libertades constitucionales, lo que lo llevó en los siglos siguientes a ser reconocido como gran defensor del liberalismo.

			Locke, cuyo pensamiento fue muy importante en la construcción del liberalismo, propuso, a través de sus obras Carta sobre la tolerancia (1689), Ensayo sobre el entendimiento humano (1690) y Tratado sobre el gobierno civil (1689), la división de poderes como mecanismo para recortar el poder absoluto del Rey, aunque todavía no se planteaba la posibilidad de cambiar la monarquía por la soberanía popular. Para él los derechos del hombre se reducían al derecho a la vida, a la seguridad, a la resistencia ante la opresión, a la libertad, incluida la libertad de conciencia, y a la propiedad, siendo este último, para él, el derecho más importante. Por tanto, este pionero del liberalismo británico se quedó en los derechos civiles sin trascender a los políticos.

			Más contradictorio resultó Thomas Hobbes, para quien el poder debía estar fundado en la suma de las libertades individuales de modo que los individuos podrían revelarse contra el soberano que incumpliera su contrato. Sin embargo, en su obra El Leviatán, este filósofo renunciaba a la separación de poderes y dejó un estrecho margen a las libertades individuales.

			Si bien en estos primeros textos tanto de Milton, Hobbes y Locke puede apreciarse la ausencia de referencias a los derechos de las mujeres, Bernard Mandeville los negó explícitamente en su conocida Fábula de las abejas.

			Todo el material filosófico británico, francés y alemán sobre derechos humanos fue reelaborado en América donde las libertades religiosas fueron enfatizadas tempranamente.

			En 1776 estalló la Guerra de la Independencia de EEUU. Los colonos precisaron reunir materiales ideológicos para legitimar su ruptura con Gran Bretaña, lo que produjo un enriquecimiento del discurso de derechos humanos norteamericano, reconstruido a partir de los textos británicos como la Petition of Rights de 1628, el Acta de Habeas Corpus de 1679 y el Bill of Rights de 1689, que no era una Carta de derechos humanos stricto sensu sino que trataba de limitar el poder absoluto del monarca mediante el reconocimiento de una serie de prerrogativas al Parlamento así como de ciertos derechos subjetivos del individuo como el de petición o el de los protestantes a llevar armas. Además de las leyes y de los textos de los filósofos liberales británicos como Locke y otros autores holandeses y franceses, los norteamericanos contaron con la colaboración de Thomas Paine que, aunque procedente de Gran Bretaña, se convirtió en uno de los grandes defensores de la Independencia de las Colonias al escribir su célebre El Sentido Común en 1776, obra que alcanzó una gran difusión y que marcó un punto de inflexión al fundamentar las decisiones políticas en criterios basados en la razón y en la experiencia de los hombres y en la que se apeló ya a los derechos humanos como instrumento legitimador.

			Todos estos textos trataban de deslegitimar el poder constituido que no respetaba unos derechos naturales inalienables del hombre y, por ende, de legitimar la ruptura con el mismo.

			Persiste el debate acerca de si la causa de la Guerra de la Independencia, como la denomina la historiografía británica o la Revolución como es conocida en América, fue ideológico-política o económica. Como es sabido, el creciente malestar colonial ante la falta de representación en el parlamento británico que legislaba para todo el Imperio, así como las medidas económicas exigidas por el gobierno, entre 1763-1765, para recuperar las arcas del tesoro mermadas por la larga guerra contra Francia, por el dominio de Canadá, provocaron que en las colonias empezara a apelarse al derecho a la resistencia antes de la propia guerra. La ley del timbre, aprobada en 1765, que establecía impuestos directos así como los establecidos sobre los artículos de consumo cotidiano o el té, en 1773, se convirtieron en detonantes del conflicto. A partir de ese momento empezaron a sucederse los documentos reivindicativos de derechos frente a la metrópoli, entre los que cabe destacar los elaborados por Thomas Jefferson o el presentado por John Dickinson en el I congreso Continental, celebrado en Filadelfia, en octubre de 1774, en el que las peticiones ideológico-políticas adquirieron importancia frente a las económicas. Ambos textos resultaron anticipadores de los derechos inalienables posteriormente plasmados en las Declaraciones.

			En el contexto de la Guerra Civil, las colonias convertidas en Estados se dotaron de una Constitución que sustituyera a las Cartas Coloniales. Algunos de estos Estados precedieron su Constitución de una Declaración de Derechos, siendo la de Virginia, elaborada por Jefferson en junio 1776, la más representativa y la que adquirió mayor repercusión posterior (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 97-101). En ella se recogían derechos relativos a la vida física y espiritual, derechos de carácter político, al aparecer la soberanía nacional, aunque no está claro el sufragio universal y la división de poderes, derechos y garantías procesales del individuo, derechos económicos, la prohibición de privilegios por nacimiento y, aunque de forma implícita, el derecho de rebelión.

			Por su parte, la Declaración de Independencia de los EEUU, proclamada en julio de 1776, tuvo un claro objetivo legitimador de la revolución y un importante carácter propagandístico al buscar la difusión de valores y el apoyo de aliados. La Declaración reconocía los derechos de los ciudadanos afirmando que todos los hombres han sido creados iguales y por ello detentan ciertos derechos inalienables como la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad a la que se alude en lugar de a la propiedad. Asimismo aparecían referenciadas las libertades públicas y el derecho de rebelión, entre otros (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 102-103).

			El éxito de la Declaración de Independencia prestigió los derechos humanos, lo que propició que cada Estado redactara su propia Declaración de Derechos siguiendo el modelo de Virginia. Sin embargo, en la mayoría de ellas las libertades políticas quedaban muy restringidas y el voto se ligó, en muchos Estados, a la propiedad.

			Además, estas Declaraciones convivieron con la esclavitud, pues a pesar de reconocer que todos los hombres eran creados iguales, argumentaban que una cosa era el origen y otra el estado de las personas. Esto hizo que se mantuvieron un debate entre los defensores de la matriz americana del liberalismo y la francesa. Muchos especialistas ven en Norteamérica la cuna de la libertad y la igualdad, mientras que otros afirman que Francia y su revolución es la creadora de la igualdad tildando de falso el mito de América como tierra de la libertad.

			Son perceptibles las diferencias entre los textos americanos y los británicos pues muchos principios reconocidos en los últimos más que derechos del individuo establecían deberes del gobierno, mientras que en las declaraciones americanas se recogían como derechos naturales.

			En la Declaración americana el derecho estrella fue la libertad y sobre ella se asentó la propiedad, invirtiéndose así los principios planteados por Locke que hacía pivotar todo sobre la propiedad. Por otro lado, en Gran Bretaña no se dio el salto de los derechos civiles a los políticos que si se produjo en las excolonias.

			Una vez conquistada la independencia, la doctrina de los derechos humanos se instrumentó en América con el fin de negar el poder central frente al mantenimiento de la autonomía de cada colonia, dividiéndose los independentistas en federalistas y antifederalistas.

			La primera Constitución de los EEUU de 1781 fue presidencialista y ambigua, no definió el sistema electoral dejando el tema en manos de los distintos Estados y tampoco incluyó una Declaración de Derechos, que finalmente se fue introduciendo mediante enmiendas a partir de 1791. En ellas, el legislador intentó recoger los derechos que estaban en las Cartas de los respectivos Estados, homogeneizando los derechos de todos ellos y haciéndolos obligatorios. La mayor parte de las enmiendas hacían referencia al derecho de seguridad jurídica y procesal, estableciéndose también la libertad religiosa, de expresión, de reunión, el derecho de petición, el uso de armas y la inviolabilidad del domicilio. Seguían faltando los derechos raciales, había desaparecido la igualdad, no se recogían los derechos de participación y de representación, nada se decía de las libertades públicas y no se eliminaba la esclavitud.

			Hacia 1860 en EEUU aparecía un sufragio masculino generalizado blanco. Por esas mismas fechas, cuando llegó a la presidencia Abraham Lincoln, se impulsó de forma importante el derecho de libertad aunque no fue hasta la aprobación de la Enmienda XIII, en 1863, propuesta por Lyndon Johnson y el partido republicano, cuando se prohibió el trabajo forzado y la esclavitud en todos los Estados.

			Tanto la Declaración de Derechos de Virginia como la Declaración de Independencia mostraron, junto a la preocupación por los derechos fundamentales del hombre varón, la insensibilidad de los líderes con la causa femenina, a pesar de que pudo apreciarse en EEUU, tras su independencia, una ligera mejora de las condiciones de la mujer en el ámbito privado, donde se permitió el divorcio y que las mujeres pudieran firmar contratos de propiedad. Las norteamericanas hicieron especial hincapié entonces en la reivindicación del derecho a la educación. No hay que olvidar que serían precisamente las mujeres cultas e instruidas las que se convirtieran posteriormente en impulsoras del primer feminismo[4].

			En la configuración del muy influyente y duradero discurso galo de los derechos humanos tuvo gran trascendencia el modelo anglosajón, aunque se nutrió también de las elaboraciones de los ilustrados franceses, así como de ilustrados germanos u holandeses, si bien Francia fue capaz de avanzar más allá de los mismos.

			Los pensadores franceses influyeron enormemente en el cambio del pensamiento de su país abriendo un proceso que desembocaría en la afirmación de los derechos. La libertad de pensamiento reclamada por Pierre Bayle como prerrequisito de la secularización fue canalizada posteriormente por Voltaire hacia la libertad religiosa al culpar a la Iglesia católica de los males de la sociedad. Sin embargo, este gran defensor de la libertad consideró que la igualdad era imposible de conseguir y no dio el salto para pedir libertades políticas.

			Para Montesquieu (1689-1755) la libertad se encontraba en la división de poderes como una manera de frenar el absolutismo y despotismo real. En su obra el Espíritu de las Leyes (1748), difundió el derecho a la seguridad jurídica como base de la libertad, así como la libertad religiosa. Para este aristócrata también la igualdad brillaba por su ausencia. No así para Claude-Adrien Helvétius, quien hablaba de una igualdad originaria de todos los hombres. Para Jean-Jacques Rousseau (1712-1778), en cambio, la igualdad era previa a la libertad civil por lo que reivindicaba la igual participación en la vida política, aportando la idea de que la ley debía ser expresión de la voluntad general. Tampoco habría libertad, para él, si existiera una fuerte desigualdad económica; lo que explicaría que este pensador no sacralizara la propiedad privada aunque tampoco apoyara su abolición. Finalmente, el pacto que defendió en el Contrato Social (1762), garantizaría al tiempo la libertad y la igualdad.

			Este pensamiento fermentó en un ambiente de bancarrota y ante el aumento de los impuestos como solución a la crisis económica. Sin entrar en las diversas interpretaciones explicativas de la Revolución y sus protagonistas, baste señalar que tras la revuelta aristocrática que derivó en la convocatoria de los Estados Generales, el Tercer Estado logró constituirse en Asamblea Nacional Constituyente jurando no disolverse hasta que no se elaborara una constitución para todo el pueblo forzando, de este modo, el final del absolutismo.

			Sin embargo, el cambio progresivo pretendido por la burguesía, mediante el reformismo legislativo, fue violentamente acelerado por la intervención de las capas populares. Esta radicalización desembocaría en la publicación de los Decretos del 4 de Agosto de 1789, que ponían fin al Feudalismo, como una medida para encauzar la revolución ante el riesgo de su fracaso.

			Se ha debatido mucho acerca de las similitudes y diferencias entre las Declaraciones americanas y las francesas. Sin embargo, es preciso tener en cuenta el diferente significado de cada principio en función de cada país.

			La Carta de 1789 recogía los derechos civiles que los norteamericanos ya habían constitucionalizado: la libertad y la igualdad, la propiedad, la seguridad, la resistencia a la opresión, la separación de poderes, la soberanía nacional y el derecho a la participación, aunque la redacción permitía dejar abierta la posibilidad de realizar una participación directa o a través de representantes. Esta ambigüedad se repitió al referirse a la libertad cuyos límites, en determinados artículos, estaban determinados por la Ley.

			Resulta interesante, del mismo modo, señalar las omisiones de la Declaración: no se incluyó en ella el derecho de petición existente en los modelos británico y americano; no aparecía el derecho a la libertad de cultos, faltaba el reconocimiento del derecho de reunión y de asociación, al igual que la libertad de movimientos, y tampoco aparecieran reconocidos derechos de tipo social, planteados ya por Emmanuel Sieyés, resultando especialmente llamativa la ausencia del derecho de instrucción.

			Entre 1789 y 1791 la evolución en el reconocimiento de derechos se produjo de forma contradictoria. Se avanzó en el ámbito civil reconociendo la libertad de cultos y la de movimientos, así como el derecho de petición y el de reunión pese a seguir sin reconocer el derecho de asociación, por lo que las asociaciones de tipo político, (autorizadas en 1790 por ley ordinaria), fueron perseguidas a partir de 1792. Se avanzó también en el terreno social anticipando el derecho a la asistencia, al trabajo y a la educación, como «derechos del Estado», en el preámbulo de la Constitución de 1791, aunque no aparecían reconocidas todavía las libertades económicas, aprobadas en los decretos del 4 de agosto e incluidas, posteriormente, en la Constitución de 1793.

			Sin embargo, se retrocedió en el terreno político restringiendo la universalidad de la carta del 89 al instaurar un sufragio restringido y distinguir entre ciudadanos activos y pasivos.

			Que el primer liberalismo no reconociera los derechos a todos los hombres sino solo a los propietarios sirve de argumento a autores como Francisco Tomás y Valiente para afirmar que el liberalismo utilizó los derechos de primera generación para terminar con el Antiguo Régimen pero después los olvidó.

			Los consecutivos fracasos de Francia en la guerra contra las potencias absolutistas y su incapacidad para resolver los problemas económicos que derivaban en fuertes crisis de subsistencias, junto a los temores de que el país fuera invadido por las potencias europeas provocó un nuevo impulso en el proceso revolucionario protagonizado por los Sans Culottes que invalidaron la Constitución y, aliados con las clases medias, provocaron la proclamación de la I República francesa y el control del poder primero por la izquierda moderada, los girondinos, y a partir de junio de 1793 por la izquierda más radical. Dentro de ella, los jacobinos radicalizaron el proceso revolucionario llegando incluso a eliminar a todo al que consideraban enemigo del mismo.

			La Constitución de 1793 fue un proyecto girondino terminado por la Montaña (vid. Lefebvre: 1980, 141-42) que no llegó a aplicarse. Se trataba de una Constitución demoliberal que avanzaba hacia la democracia política al conceder el derecho de ciudadanía a todos varones franceses mayores de 21 años y la plena separación de poderes, porque en el 89 el rey tenía derecho al veto impidiendo de facto una verdadera división de poderes, al tiempo que incluía la triada pionera de los derechos sociales (vid. Soboul: 1994, 207) recogidos ya como derechos del individuo, frente al modelo americano en el que no hubo desarrollo de derechos sociales.

			Como se anticipaba, en la Constitución de 1793 aparecían por primera vez constitucionalizadas las libertades económicas y anticipaba el impuesto progresivo sobre la renta frente al proporcional propuesto en 1789, el derecho de resistencia aparecía no solo como un derecho individual, frente al reconocimiento colectivo de 1789, sino como un deber, avanzando en el sentido democrático. Del mismo modo, adquirió un importante desarrollo el derecho de representación y la igualdad ante la ley estaba más cuidada que en los textos anteriores. Podría afirmarse que este texto reconocía derechos para todos y no solo para los que respetaran la revolución.

			Como es sabido, el proceso revolucionario no fue uniforme sino que pasó por periodos contradictorios. La reacción provocada por el proceso dictatorial de Maximilien Robespierre y el uso del terror como salvaguarda de la revolución llevó a los moderados miembros de la Llanura al poder con objeto de «centrar» la revolución elaborando para ello una nueva Constitución. La Constitución de 1795 precedida, al igual que la de 1793, de una declaración de derechos representó una limitación de derechos y libertades. Desaparecieron los derechos sociales, se volvió al sufragio censitario y se limitó la igualdad quedando esta reducida a una ley igual para todos, dando lugar a una república conservadora y a una derechización del proceso revolucionario pero no resolvió ni los problemas, ni el descontento tanto de los sectores conservadores como de los de la izquierda desembocando en el Golpe de Brumario de 1799. La Constitución de 1799 y sus revisiones de 1802 y 1804 favorecieron un progresivo aumento del poder de Napoleón directamente proporcional a la limitación de las libertades de los franceses.

			Con posterioridad, Napoleón llegará a consagrar la prevalencia de los derechos del ciudadano frente a los derechos humanos, difundiendo por toda Europa los derechos civiles, pero, liquidando los políticos. Cuestión que nos lleva a preguntarnos si, finalmente, contribuyó a la consolidación de los derechos conquistados por la Revolución o los debilitó.

			De lo expuesto puede deducirse que el discurso de todo el corpus doctrinal citado es el mismo. No obstante, en Gran Bretaña y EEUU el liberalismo se asentaba fundamentalmente en el derecho a la propiedad y a la libertad, mientras que en Francia además se reivindicaba igualdad, avanzando a lo largo de la revolución desde la idea del liberalismo como sistema de emancipación del individuo hasta la idea de que dicha doctrina debía implicar democracia política y social, esta última todavía apuntada de forma muy incipiente (vid. Martínez Quinteiro: 1999, 51).

			En Francia tampoco se extendió a las mujeres el conjunto de derechos que se reconocía a los varones por lo que, algunas, empezaron a utilizar los mismos argumentos que los hombres y los mismos términos para pedir su derecho a la ciudadanía aunque fracasaron en sus reivindicaciones.

			La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano tuvo su versión femenina. Como respuesta a la negación de los derechos políticos de las mujeres, Olympe de Gouges (1748-1793) publicaba la Declaración de los Derechos de la mujer y ciudadana, en 1791, réplica de la versión original de 1789, constituyendo una de las formulaciones políticas más claras en defensa de la ciudadanía femenina y de la condición de las mujeres como «sujeto de derechos» (vid. Macías Jara: 2006). Sin embargo, los jacobinos, lejos de respaldarla combatieron el activismo revolucionario femenino, condenaron a muerte a Olympe de Gouges por girondina y desarticularon las asociaciones de mujeres. Por su parte, Napoleón en el Código Civil de 1804 recortó los relativos márgenes de independencia conquistados por las francesas durante la Revolución, condicionando dicha normativa las relaciones de género en toda Europa al exportar Napoleón este Código a todos aquellos países anexionados, conquistados o unidos a su Imperio.

			En el mundo anglosajón, en su día pionero, hubo menos oportunidades para un desarrollo del discurso de los derechos humanos similar al francés. No eran las guerras de Gran Bretaña con la Francia Revolucionaria el mejor caldo de cultivo para su expansión. Ciertamente fue muy importante el pensamiento de Thomas Paine, que tras su estancia en EEUU se había trasladado a Francia escribiendo un avanzado texto titulado Los derechos del hombre, inclusivo de derechos civiles, políticos y sociales, y en el que se oponía al sexismo, la esclavitud, el racismo y la monarquía a la que propuso como alternativa la República, pero Paine era un personaje cosmopolita y su obra, muy influida por la Revolución francesa, no representaba el sentir de su época en Gran Bretaña, donde Edmund Burke polemizó con él y donde fue anatematizada.

			No fue menor la trascendencia anticipatoria de la obra de Mary Wollstonecraft (1759-1797) que, tras sus contactos con las feministas francesas, releyó y reinterpretó a Rousseau para escribir, en 1792, la célebre Vindicación de los derechos de la mujer, llamada a ejercer mayor influjo a largo plazo que a corto, al ser condenada de momento al ostracismo, en parte debido a la fuerte represión ejercida sobre los miembros del Círculo de los Radicales, al que pertenecían representantes de la recepción de la Revolución Francesa en Inglaterra.

			En España cabe apuntar como rasgo propio que los prometedores desarrollos del discurso de los derechos humanos elaborados en la Escuela de Salamanca se habían truncado en el siglo xviii, siendo para entonces muy débil el discurso español sobre derechos humanos (vid. Martínez Quinteiro: 1999, 54-55). No obstante, Antonio Elorza señala que en el cambio del siglo xviii al xix el pensamiento crítico y liberal y cierta reivindicación de derechos individuales estuvo presente en algunos de los textos publicados aunque fueron silenciados por la censura. En lo que concierne a las mujeres, estas encontraron algunos defensores de sus capacidades en Benito Jerónimo Feijoo y otros ilustrados que consideraban que habían de ser educadas para promover el desarrollo económico español. Tras la figura de María Zayas (1590-1661), novelista del Siglo de Oro, habrá que esperar a la aparición de Josefa Amar y Borbón (1749-1833) para volver a encontrar un icono feminista español, si bien desdibujado al lado de coetáneas como Mary Wollstonecraft u Olympe de Gouges, resultando sus reivindicaciones más tímidas y su incidencia a lo largo de la historia mucho menor.

			Durante la revolución liberal de 1810 a 1814 el discurso de los derechos humanos mantuvo en España un espacio marginal y aunque las mujeres convirtieron sus salones, en algunos casos, en centros de debates políticos no fueron espacios de movilizaciones de género. La Constitución de 1812 carecerá de Declaración de Derechos propiamente dicha aunque recogerá algunos derechos ciudadanos de forma dispersa. Según Martínez Quinteiro (1999, 56), esto respondería a que el vacío de poder existente durante el periodo revolucionario, recuérdese que tanto Carlos IV como su hijo Fernando VII se encontraban en Francia, no necesitaba grandes legitimaciones para conquistarlo y a que el objetivo final de la Guerra era la vuelta al trono de la monarquía española.

			La Constitución de Cádiz ha sido considerada como un texto de contrapesos y consenso al reconocer por un lado la soberanía nacional, la separación de poderes y una serie de libertades como la de imprenta, la de industria, el derecho de propiedad o la abolición de los señoríos, el derecho de los ciudadanos españoles a ocupar empleos municipales, la independencia de los tribunales y su exclusividad para enjuiciar las causas, las garantías procesales, la inviolabilidad del domicilio y el derecho a la educación al mismo tiempo que mantenía la confesionalidad católica del Estado, reconocía únicamente el sufragio masculino universal indirecto, no permitía la representación política a hombres sin recursos económicos y culturales (salvo muy pocas excepciones), no incluía la abolición de la esclavitud en las colonias americanas, no reconocía, el derecho a la resistencia, ni el de reunión, ni la inviolabilidad de la correspondencia y tampoco contemplaba ningún derecho para las mujeres (vid. Pérez Garzón: 2012; Novella Suárez: 2013). Durante el proceso revolucionario, el papel de las españolas había sido escaso y los liberales apenas se habían ocupado de ellas, recordando el «Informe Quintana» de 1813 el derecho de las mujeres a la educación primaria.

			La propia dispersión de los derechos a lo largo del texto jurídico así como las limitaciones de los mismos y la ausencia de muchos de ellos confirmarían, según, Martínez Quinteiro además de la tesis expuesta, el moderantismo y doctrinarismo de los liberales españoles (1999, 56-57).

			Pese a ello y a su escasa vigencia, la Constitución española de 1812 fue una bandera para los liberales españoles durante el siglo xix. Al tiempo que propició la Independencia de las colonias hispanoamericanas que utilizando los mismos argumentos que los españoles habían empleado contra la ocupación napoleónica así como los principios reconocidos en Cádiz reivindicaron su independencia respecto a la metrópoli.

			1.2. EL RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS 
DE LOS CIUDADANOS: AVANCES Y RETROCESOS

			Al producirse el cambio de centuria el iusnaturalismo, que había inspirado los textos de derechos humanos de finales del xviii, sufrió un retroceso proliferando la redacción de constituciones frente a las Declaraciones de Derechos.

			En el siglo xix, se produjo la «nacionalización» reduccionista de los derechos universales y su conversión en «derechos fundamentales» de los ciudadanos. La filosofía del liberalismo doctrinario imperante durante la Restauración negó el universalismo, limitando el corpus de derechos y atribuyéndolos a la ciudadanía masculina, no al ser humano en general (vid. Artola: 1998; Ansuategui Roig, Rodríguez Uribes, Peces-Barba y Fernández García: 1998; Soriano: 2003).

			De modo que, en toda Europa, a lo largo del siglo se asistió a una reconceptualización de los derechos individuales que acompañaba a su positivación o constitucionalización, pero también a su parcial consolidación y difusión por distintos países. Pese a todo, a través de esa conversión de parte de los viejos principios universales en derechos constreñidos a la ciudadanía, diversos países europeos lograron homologar los derechos fundamentales reconocidos, sentando una plataforma de convergencia que después favorecería su internacionalización.

			En este contexto, la ciudadanía solo le venía a las mujeres del hecho de ser castas esposas de ciudadanos, a las que se confiaba la función de mantener la moralidad de las costumbres y velar por el buen entendimiento en las familias, quedando excluidas de toda participación política.

			El esquema decimonónico confinó a las mujeres al espacio doméstico privado aunque las elevaba a la categoría de compañeras y no esclavas del hombre y las revestía de una cierta influencia o prestigio ético edulcorando la retórica justificativa de la reclusión de la mujer en la casa. Mientras que, en el pasado, esta se había justificado por la tendencia de la mujer al pecado, en el siglo xix dicha reclusión era valorada como reveladora de su virtud. En la práctica las mujeres no dejaron de ser consideradas seres dependientes y bajo la tutela del varón con relación de parentesco más cercana a ellas (vid. Amelang & Zinser: 1990; Anderson & Zinsser, 1992; Díaz Sánchez: 1988; Duby & Perrot eds.: 1991-1993; Gómez-Ferrer Morant: 1995; Bel Bravo: 2000; Bock: 2001). Este modelo propuesto fue cuestionado tanto por las emergentes feministas que reivindicaban igualdad de derechos con los hombres como por las trabajadoras asalariadas que reclamaban su autonomía.

			Todo este periodo vino definido por el avance de la revolución y el liberalismo industrial impulsado por unos movimientos sociales propios de un periodo de transición hacia una conflictividad social nueva característica de la sociedad capitalista e industrial y a nivel político por la etapa conocida como la Restauración en la que ideológicamente impera el liberalismo doctrinario (vid. Juarranz de la Fuente: 1984; Bergeron: 1989; Ponce Marrero: 2009).

			La vuelta al absolutismo pretendida por la Restauración era totalmente contraria a la filosofía de los derechos humanos. En algunos casos se mantuvieron algunas libertades a los súbditos, tal fue el caso de la Francia de Luis XVIII, donde la Carta Otorgada, a pesar de no conceder garantías a los franceses, mantuvo un pequeño cuerpo de derechos difícilmente olvidables después del pasado revolucionario del país. Nada parecido a lo ocurrido en España donde Fernando VII anuló la Constitución al ocupar el trono.

			Durante los periodos revolucionarios contra el absolutismo de 1820, 1830 y 1848 el recordatorio del discurso revolucionario devolvió a los derechos individuales en algunos lugares, el prestigio que habían tenido entre 1789 y 1793.

			En España la revolución de 1820 devolvería, durante tres años, la vigencia a la Constitución de 1812, aunque con ella se reproducían también sus limitaciones y carencias. Este déficit de libertades y derechos se mantuvo tras la revolución progresista de 1836 así como en las Constituciones de 1845 y de 1876 (vid. Martínez Quinteiro: 1999, 57-58).

			Napoleón consolidó un pequeño cuerpo de derechos en los estados que conformaban la Confederación del Rin permaneciendo algunos de ellos tras su disolución, especialmente en los Estados situados al oeste y al sur, a pesar de contar con príncipes restaurados. Prusia, en cambio, permaneció ajena a los principios liberales manteniendo un férreo autoritarismo político. Las protestas liberales de los años 20 consiguieron imponer en algunos territorios, constituciones liberales del mismo modo que sucedió en territorios italianos como Nápoles o Piamonte. También en Portugal, tras el alzamiento militar de Oporto de agosto de 1820, se impuso temporalmente una Constitución similar a la española.

			No mucha mayor trascendencia tuvieron las revoluciones de los años 30 en Francia donde la sustitución de Carlos X por Luis Felipe de Orleans devolvió la vigencia de la Carta Otorgada de 1814. Bélgica, en cambio, consiguió la independencia de Holanda y la elaboración de una Constitución que reconocía el derecho a la propiedad, a la libertad de enseñanza, de prensa, de expresión, el derecho al empleo, al libre uso del idioma, el derecho de petición individual, el de asociación que por primera vez aparecía reconocido en una Constitución y el sufragio universal masculino. En Italia y Alemania los altercados liberales dieron lugar nuevamente al establecimiento de Constituciones en lugares como Hesse, Sajonia, Hannover.

			Frente a las anteriores, las Revoluciones de 1848 se erigieron en oportunidad política para la recuperación temporal y transitoria del discurso revolucionario de los derechos humanos intentando, al menos, su aplicación al marco local.

			En la Constitución Francesa de noviembre de 1848 reaparecieron los principios iusnaturalistas, impulsando los derechos fundamentales, en un texto cuya efímera existencia no le resta importancia como punto de partida de lo que será el Estado Social y democrático de Derecho (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 146-149) que emergió en el contexto de la proclamación de la II República, en torno a un gobierno provisional compuesto por burgueses y obreros en el que destacó la fuerte presencia del socialista Luis Blanc.

			La francesa de 1848 fue la primera Constitución que recogió junto a los derechos de primera generación algunos de segunda generación reflejados en la protección del trabajo, de la asistencia, y de la instrucción como obligaciones del Estado Social. Sin embargo, ante la dificultad del Estado para proporcionar trabajo a todo el mundo, no recogió expresamente en el articulado el derecho al trabajo, que si aparece en el preámbulo, ocultándolo detrás de reconocimientos como el fomento de una política de obras públicas, de la enseñanza primaria gratuita como requisito imprescindible para tener trabajo, el desarrollo de la educación profesional, de las instituciones agrícolas al mismo nivel que las industriales, etc. El texto incorporó el principio de redistribución y la expropiación por motivo de utilidad pública a diferencia de las constituciones clásicas en las que se hacía por necesidad, indicador de que la propiedad había dejado de ser sagrada y de que las necesidades sociales estaban por encima de ella. Asimismo reconocía el derecho de asociación como elemento novedoso respecto a la Constitución del 93, al tiempo que la libertad de expresión, prensa y pensamiento adquirían un reconocimiento más radical que en el pasado. También se incluyó la abolición de la pena de muerte por motivos políticos y la abolición de la esclavitud en las colonias. Estos cambios respondieron a la presencia de viejos liberales, liberales-sociales, radicales montañeses y socialistas utópicos en el proceso revolucionario, que, sin embargo, siguieron marginando a las mujeres del reconocimiento de los derechos.

			No obstante, este interesante experimento naufragó en 1851, momento en que Napoleón II dio paso al II Imperio en el que el discurso francés de los derechos languideció, desvirtuando el contenido de la Constitución de 1848 mediante la elaboración de la de 1852 en la que se restringirán las libertades públicas a medida que se ampliaban las prerrogativas del presidente.

			Por estos mismos años en diversos estados germanos se reivindicó la libertad política frente al absolutismo y al feudalismo. Como en Francia, también en la Confederación Germánica se demandaba la unidad nacional que en este primer intento fracasará y la elaboración de un catálogo de derechos fundamentales para los alemanes con fundamentación iusnaturalista. Dicho catálogo recogió derechos individuales, incluidos en las constituciones de los Estados, entre los que se puede destacar la libertad de pensamiento o el secreto de correspondencia y otros como el derecho de reunión o asociación, pero las mujeres permanecieron olvidadas.

			La llegada de Bismark a la política Prusiana supuso un retroceso para los derechos y las libertades. Bismark redactó la Constitución de 1867, una vez realizada la Confederación de Estados del Norte, incluyendo el sufragio universal masculino que posibilitaba la llegada de los primeros representantes de los obreros al parlamento. El sufragio universal se mantuvo en la Constitución del Imperio Alemán, aprobada en abril de 1871, una vez concluida la unificación. Sin embargo, Bismark, que carecía de toda pretensión democrática, tenía la esperanza de poder controlar los resultados electorales potenciando las circunscripciones electorales y fortaleciendo el poder del emperador frente al del Parlamento y renunció a incluir una Carta de Derechos.

			En España, la revolución de 1868, que pretendía acabar con la monarquía de Isabel II, instaurar una política económica favorable al capitalismo e integrar a las masas en el sistema, propició que triunfara, por primera vez en el país, el discurso demoliberal de los derechos del hombre. La Declaración de derechos fundamentales de los españoles incorporada a la Constitución de 1869 reconocía el derecho a la inviolabilidad de la correspondencia, a la reunión, a la representación política, el derecho de asociación, la libertad de movimientos y la libertad religiosa. Quedaba pendiente todavía la total abolición de la esclavitud.

			Sin embargo, el reconocimiento de los derechos humanos obtenido no garantizaba su aplicación práctica ni evitaba su involución, como de facto ocurrió. La restauración borbónica no impidió que la Constitución de 1876 mantuviera una Declaración de Derechos similar a la de 1869 aunque las libertades quedaron sometidas a ciertos recortes y condicionadas a la legislación que cada gobierno iba promulgando. El cambio de siglo mantuvo inalterable la situación de los derechos humanos en España con la única excepción de la concesión del sufragio universal masculino en 1890.

			Huelga señalar que los colonos sometidos por las metrópolis europeas, en expansión en la segunda mitad del siglo, en ningún caso eran considerados ciudadanos de las mismas y, por tanto, permanecían ajenos a los derechos recogidos en las Constituciones de los respectivos países.

			Durante parte del s. xix, los derechos humanos dependieron del voluntarismo gubernamental pues aquellos grupos revolucionarios que los esgrimían para poder acceder al poder, una vez conquistado este se olvidaban de aquellos o los recogían en Constituciones que incumplían.

			Ninguna de las Constituciones del siglo xix hacía referencia a las mujeres. La reivindicación del sufragio femenino se hizo muy activa en EEUU a mediados del siglo xix debido a la organización de las mujeres a partir de la Convención realizada en 1848 en la ciudad de Seneca Falls, de la que salió la «Declaración de Seneca Falls» (vid. Tavera: 1996), en la que las mujeres se apropiaron de los discursos políticos vigentes en la cultura norteamericana para legitimar su lucha por la igualdad. El texto, inspirado en la lógica aunque no el texto (que los ignoraba) de la Declaración de Independencia de 1776, enumeraba 31 denuncias de las mujeres contra la opresión masculina.

			En las mismas fechas en las que tenía lugar la reunión de Seneca Falls, los acontecimientos revolucionarios europeos constituían una coyuntura propicia para el activismo feminista. Sin embargo, las revolucionarias francesas salieron mal paradas de las revueltas de 1848, que no favorecieron sus demandas no solo de ciudadanía plena sino de una sociedad justa e igualitaria que no las discriminara.

			Puede verse en este proceso los primeros indicios de la formación de la conciencia feminista, que encontró parcial fundamentación ideológica en la obra de algunos socialistas utópicos y elaboró proyectos alternativos de vida cuestionando las restricciones que les imponían, siendo la causa femenina apoyada por algunos varones, como en el caso británico ocurrió con John Stuart Mill. Este, en su obra El sometimiento de las mujeres, de 1869, hablaba de cambiar el papel femenino dentro del matrimonio y difundía la idea de la necesidad de educar a las mujeres y, en suma, la ineludible necesidad de reconocer la igualdad. Diez años antes, en su libro Sobre la libertad, de 1859, había reflexionado ya acerca de la naturaleza y los límites del poder que podían ser ejercidos por la sociedad argumentando que toda persona debería ser libre en sus actos siempre que estos no dañaran a los demás, defendiendo la libertad de expresión en el parlamento inglés así como una serie de reformas del sistema electoral entre las que incluía el voto femenino. Unas de las primeras medidas conseguidas por los movimientos sufragistas británicos fue el Acta de Reforma de 1868 que permitió ejercer el voto a las mujeres propietarias cabezas de familia a nivel municipal. En 1882 el Acta de Propiedad de la mujer casada mejoró la situación de estas reconociendo su derecho a la propiedad y a disponer libremente de sus ingresos. Una década después, en 1894 se extendió el derecho al voto a las casadas en elecciones locales, no en las generales, tras una fuerte movilización de las sufragistas.

			Durante las últimas décadas de siglo, en EEUU y después de una larga lucha se aprobaron, entre 1865 y 1870, las enmiendas XIII, XIV y XV a la Constitución (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 158-159) que representaron la culminación de un amplio movimiento a favor de la abolición de la esclavitud y el reconocimiento de los derechos políticos a los varones de color. Así la enmienda XV de 1870, constituye un parcial desarrollo del derecho a la no discriminación racial, aunque sigue sin reconocer derechos a las mujeres, pese a que estas habían unido su causa a la de los esclavos. Este fue el punto de partida para que se rompiera la estrecha relación que había existido entre abolicionistas y feministas, que había dado frutos importantes hasta ese momento.

			Como puede verse, la precoz defensa en el siglo xviii de los derechos políticos de las mujeres por algunas de ellas no impidió que quedasen excluidas de la ciudadanía tanto en Europa como en EEUU hasta el siglo siguiente. La legislación de ambos continentes negó su estatus de sujetos políticos y legisló, salvo honrosas excepciones, su subordinación social, manteniendo la autoridad patriarcal del varón, lo que no pudo evitar fue que empezara a emerger una movilización de las mujeres que exigiendo su derecho a la educación, a la participación política, o a otros derechos, lograran adquirir conocimientos y nutrieran al movimiento feminista burgués en el que el sufragismo alcanzó gran fuerza.

			Estrechamente interrelacionados entre sí (aunque con un desarrollo muy desfasado en el tiempo) el discurso elaborado por los liberales sobre los derechos humanos y el de las feministas burguesas no encontraron al principio fácil acogida en el movimiento obrero del siglo xix (vid. Abendroth: 1980; Dick: 1992; Serrallonga i Urquidi: 1993; Pérez Ledesma: 1993; Fernández García: 1998; Fariñas Dulce: 1998; Barrio Alonso: 2001; Ceamanos Llorens: 2004; García Alcani: 2009) que acabó siendo hegemonizado por el pensamiento marxista tras arrinconar a los anarquistas.

			Aunque el socialismo premarxista no siempre fue proclive a la emancipación femenina, algunos socialistas utópicos habían sido más favorables que Karl Marx a las libertades civiles y políticas, soñando con combinarlas con los derechos económicos, sociales y culturales para construir una sociedad más justa, en la que hombres y mujeres disfrutaran por igual de tales de derechos.

			Cuando en 1848 Marx propugnó en su Manifiesto Comunista la dictadura del proletariado y la abolición de la propiedad privada (nuclear en el discurso liberal de los Derecho Humanos) cabía ya anticipar que ambos discursos, de pretensiones emancipatorias, no serían fácilmente conciliables. La revisión por Marx de la II República francesa, efectuada en 1850 en La lucha de clases en Francia, y el análisis de su liquidación por el segundo Napoleón en 1852, realizado en El 18 Brumario de Luis Napoleón Bonaparte, subrayaron la opinión que Marx tenía del derecho burgués a la participación política; es decir del «sufragio universal» masculino puesto al servicio de la lucha burguesa por el poder, que Marx denunció por contradictorio, impotente e insincero y también su desprecio por la «torpe enunciación» de un «derecho individual al trabajo» en el marco de una sociedad capitalista (el único «derecho al trabajo» nacía para él de la colectivización), o por lo que en este contexto podía dar de sí, el «derecho de asistencia». Del mismo modo Marx despreció el derecho a la asistencia al entender que la sociedad liberal lo despojaba del carácter de derecho para convertirlo en beneficencia.

			El discurso liberal sobre los derechos individuales de las personas de pretensión universalizadora, es decir el discurso decimonónico sobre los derechos humanos, no conduciría para él a la emancipación de la humanidad sino que representaba un sistema de legitimación del capitalismo y de los intereses burgueses (vid. Martínez Quinteiro: 1999, 52). Solo el comunismo liberaría por igual y equipararía a hombres y a mujeres. Tampoco cabía esperar que Marx contemplara el naciente feminismo burgués con simpatía: como destacó en 1979 la feminista socialista Heidi Hartmann (1981, 15), las categorías marxistas ortodoxas eran ciegas a la discriminación por razón de sexo de las mujeres, atribuyendo toda desigualdad y el propio patriarcado al sistema productivo y a la estructura de clases. De modo que Marx anticipó lo que desarrolló con más amplitud en 1879 el socialdemócrata alemán August Bebel en La mujer y el socialismo y, Friedrich Engels en 1884, en El origen de la familia, de la propiedad privada y del Estado: la mujer perdería el tiempo y se desviaría de la causa igualitaria que la emanciparía apuntándose a acciones autónomas dirigidas a una mera equiparación con los varones, como harían las feministas burguesas, y en general las sufragistas del siglo xix.

			Para emanciparse, las mujeres obreras fueron invitadas a desoír los cantos de sirena interclasistas (que camuflaban las reales diferencias de clase y la explotación, también, de unas mujeres por otras) sumándose a la causa colectivista y en la medida que el movimiento obrero fue hegemonizado por el marxismo en la I Internacional (1864) y prácticamente monopolizado por él en la II (1889) el rechazo hacia el discurso liberal de los derechos humanos y al del feminismo burgués se trasladó a todo él (Gutiérrez Sánchez: 1995).

			Sin embargo, los movimientos socialdemócratas de fines del siglo xix no fueron estáticos. En el marco de los mismos acabaría por florecer un «feminismo socialista» gracias a la aparición de poderosas figuras femeninas en el movimiento obrero, como la alemana Clara Zetkin y Alexandra Kollontai que reclamaron el cambio del sistema productivo pero también medidas específicas dirigidas a la igualdad de sexos. Algunas líderes anarquistas hicieron lo propio.

			Al mismo tiempo las denostadas libertades burguesas y los derechos individuales, salvo el de la propiedad privada, empezaron a ser reivindicadas dentro de los movimientos socialdemócratas revisionistas a los que fueron evolucionando algunos partidos obreros, especialmente a partir del momento, en el que los trabajos de Eduard Berstein sobre Socialismo teórico y socialismo práctico, 1895-1899, defendieron la compatibilidad de derechos de primera y segunda generación y la posibilidad de construir una sociedad socialista partiendo del sufragio universal y las libertades públicas reconciliándolos así con el discurso de los derechos humanos, hasta entonces rechazado por burgués. Este revisionismo no afectó al socialismo español ortodoxamente marxista.

			La apreciación y apropiación de los «derechos humanos» por el movimiento obrero vino preparada paradójicamente, en el caso alemán, por el desarrollo de políticas sociales de iniciativa estatal iniciadas por Bismarck en los 80 con el propósito de restar clientelas a los socialdemócratas. Contra ellos aplicó Bismarck tanto medidas represivas como de protección a los trabajadores mediante la promulgación de seguros de accidentes, de vejez y de enfermedad que la falta de recursos suficientes impidió que fueran asumidos íntegramente por el Estado como se pretendía. Esta política social no nació como derechos reconocidos sino que fue creada desde arriba, por un estado paternalista y con un objetivo represor no como una demanda obrera y tampoco era deseada, en un primer momento, por los socialistas que temían la competencia de un estado protector a los sindicatos. Solo con el tiempo los socialdemócratas acabaron por considerar la asistencia social, los seguros y otras mejoras laborales «otorgadas» y obtenidas en el marco del sistema capitalista, como derechos adquiridos e incorporaron a sus programas inmediatos la exigencia de un reconocimiento de derechos cada vez más numeroso.

			El movimiento obrero hubo de flexibilizarse entonces también para aceptar las reivindicaciones feministas de igualdad. Las feministas burguesas terminaron coexistiendo con las feministas socialistas y marxistas emergentes, pero eso requirió un tiempo.

			La progresiva incorporación de la mujer al trabajo asalariado junto a la explotación laboral y la discriminación determinada por el sexo, impulsó a muchas mujeres a emular las reivindicaciones masculinas, afiliándose a los sindicatos, a pesar del escaso apoyo que en un primer momento les brindaron en diversos países, demandando mejoras salariales, seguridad en el trabajo, medidas higiénicas, seguros, reducción de jornada laboral, etc. (vid. Scott: 1991-1993), obteniendo logros que en su plasmación concreta, una vez conseguidos, dividieron, en ocasiones, a las propias feministas, parte de las cuales consideraron algunas de las primeras medidas dirigidas a la protección de obreras más restrictivas que facultadoras.

			Así, feministas burguesas y feministas obreras trabajaron por separado por los derechos de las mujeres, separación que no dejó de debilitar la causa de género. No obstante, el feminismo sufragista no se desanimó por su dificultad para ganar adeptos en la clase obrera y a fines del xix estaba muy activo aunque en la mayoría de los países las mujeres hubieron de esperar para obtener el voto a la terminación de la Primera Guerra Mundial[5].

			1.3. EL PROCESO DE INTERNACIONALIZACIÓN 
DE LOS DERECHOS HUMANOS

			Frente a la ausencia de garantías y al recorte de las libertades sufridas generalmente durante los conflictos bélicos, el estallido y desenvolvimiento de la Primera Guerra Mundial, entre 1914 y 1918, ofreció oportunidades inéditas a minorías nacionales y grupos sociales excluidos, sometidos o subordinados. Por lo que concierne a las mujeres y a las relaciones de género, la Guerra les brindó una presencia inusitada, aunque la paz devolvió a muchas a las posiciones de preguerra (vid. Pando Ballesteros: 2015, 40-60), otras vieron premiados su esfuerzo o reconocidos sus méritos y en una serie de países obtuvieron finalmente el voto[6].

			El discurso de los derechos humanos experimentó durante la posguerra un notorio enriquecimiento. A medida que se iba reconociendo el derecho al voto de las mujeres, un amplio elenco de derechos de segunda generación, que tímidamente habían ido apuntando en el siglo xix, fue incorporado en numerosos países a constituciones que los añadieron a los derechos civiles y políticos. La inserción del socialismo democrático en el sistema parlamentario representativo con el reconocimiento del derecho de asociación y del sufragio universal masculino, todavía en algunos países, más la elección de parlamentarios de partidos obreros en países como Alemania, Francia, Gran Bretaña y España, favorecieron este proceso. Evolución que determinó el paso del Estado Liberal de Derecho al Estado Social de Derecho. Este fue una gran creación europea, si bien en América Latina hemos de destacar que, incluso antes, el proceso revolucionario comenzado en México en 1911 derivó en una serie de reformas que terminaron desembocando en la Constitución de 1917 (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 179-181) cuyo innovador texto, aunque inspirado en la Constitución mexicana liberal de 1857, es la expresión del liberalismo social y de la ideología revolucionaria mexicana cristalizando en él un discurso modélico que intentaba combinar el respeto a los derechos individuales con los derechos sociales.

			La Constitución mexicana mostraba una tendencia nacionalista y consagraba la intervención del Estado en amplios sectores de la vida económica y social. En materia laboral estableció la jornada de 8 horas durante seis días a la semana, el derecho a disfrutar de vacaciones, igual salario a igual trabajo sin discriminación de sexo ni nacionalidad y el establecimiento de un salario mínimo. Reconocía igualmente el derecho de asociación, de negociación colectiva y el de la huelga. En relación a la cuestión agraria, planteaba la «restitución a los pueblos y comunidades de las tierras injustamente arrebatadas» por los hacendados, no obstante reconoce la propiedad privada aunque supeditada al interés público.

			Junto a las libertades individuales se incorporaron toda una serie de garantías sociales. El derecho a la asistencia cubría los accidentes y enfermedades, la maternidad, la invalidez, la vejez y la muerte. Se otorgó una gran importancia al derecho a la educación que sería laica, gratuita y obligatoria en el nivel primario.

			La Constitución estableció la libertad de creencias, anuló el derecho de la Iglesia a poseer entidad jurídica, limitó el número de religiosos, privó a los clérigos del derecho al voto y a la participación política y les prohibió intervenir en la educación comportamiento que respondía al anticlericalismo de gran parte de la sociedad (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 154-177).

			Al año siguiente, 1918, la Declaración de Derechos del Pueblo Trabajador y Explotado, redactada por los revolucionarios rusos, articuló derechos económicos y sociales de carácter colectivo del proletariado sin distinción de sexo. Sin embargo, mantuvo una tradición diferente a los textos europeos rompiendo, por influencia del leninismo, con el individualismo universalista que era esencial al discurso hasta entonces vigente de los derechos humanos, repudiados en la URSS como «creación burguesa».

			La Declaración, como ocurrió después con la Constitución de la República Socialista Soviética Rusa, de julio de 1918 y con la Constitución de la URSS, de julio de 1924, no reconocía ninguno de los derechos individuales de corte liberal a los que hacía crítica, resultando ser un texto programático dirigido a la eliminación de la propiedad privada, considerada reflejo del enfrentamiento con la explotación que suponía el modelo capitalista financiero de las tesis marxistas leninistas y a la defensa del principio de la unión de naciones libres para constituir la Federación de Repúblicas Nacionales de Soviets. En ella se recogía el derecho de los obreros a armarse, a monopolizar el poder y el de los pueblos a defenderse, el derecho al libre disfrute de la tierra, el deber del trabajo y la posibilidad de suprimir a los parásitos.

			En Alemania de forma paralela al replanteamiento de Berstein de las tesis marxistas, a las reivindicaciones obreras y a las fuertes presiones de los grupos conservadores contrarios a las políticas sociales, se produjo una nueva oleada de reformas sociales, todavía dependientes de la voluntad del patrono, como convenios colectivos, tribunales de arbitraje laboral, limitación de la jornada laboral, derecho de sindicación, a caballo entre el otorgamiento y el derecho, etc.

			La creciente conflictividad social de principios de siglo reforzada, después de la Gran Guerra, con la llegada de los ecos de la revolución bolchevique, estalló en una revolución provocada por el partido comunista que rechazaba un gobierno provisional dirigido por la connivencia entre los sectores más moderados y radicales de la socialdemocracia (vid. Diez Espinosa: 1996, 73-113). Dicho gobierno, presidido por el socialdemócrata moderado Ebert, sería el encargado de elaborar la Constitución de Weimar de 1919 (vid. Rürup: 1999), redactada por Hugo Preuss, dando lugar a un texto propiciado por una evolución del liberalismo (liberales sociales) y del socialismo (socialdemócratas), reconciliando así la modernidad y la modernización, sentando las bases de uno de los rasgos centrales del Estado de derecho y estableciendo en Alemania un modélico Estado Social institucionalizando incluso, según algunos autores, el Estado del Bienestar (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 198). Pese a su fracaso en Alemania, en los años inmediatos a su aprobación, la Constitución de Weimar sirvió como modelo al resto de Europa.

			Su peculiaridad radica en que aunó elementos liberales y conservadores con concesiones a la Iglesia, a los militares y a la burocracia. No hay acuerdo entre los especialista a la hora de explicar esta connivencia y los argumentos van desde quienes afirman que respondía a un aburguesamiento de los socialdemócratas, llegando algunos autores a hablar de una traición de la socialdemocracia a los Espartaquistas y a otros grupos radicales (vid. Diez Espinosa: 1996, 61-71), hasta quienes defienden que era un contrapeso para estos o un intento de calmar a los sectores conservadores de quienes el gobierno provisional precisó apoyo para contrarrestar la revolución.

			La Constitución proclamaba la República que, aunque reconocía una amplia autonomía para los Estados, proponía un modelo fuertemente presidencialista. Entre los 423 diputados que formaron la Asamblea Constituyente alemana, 39 de ellos fueron mujeres, lo que coadyuvó a que se reconociese la igualdad de derechos tanto en el ámbito político como en la familia y en el acceso a los cargos públicos.

			Pese a que el Estado aparecía como aconfesional, el texto alemán realizaba numerosas concesiones a la Iglesia como la posibilidad de que las órdenes religiosas cobraran impuestos, la garantía de las escuelas confesionales y de las Facultades de Teología y la protección de la enseñanza de la religión, frente a la Constitución mexicana que entendía que la instrucción debía ser laica. Al mismo tiempo, se aseguraban los privilegios a funcionarios y militares. Estos principios se contrarrestaban con el reconocimiento de derechos individuales y de un importante elenco de derechos de segunda generación que abarcaban desde la instrucción obligatoria y gratuita, al derecho al trabajo y a la participación obrera en su organización, el derecho a la asistencia, etc. Se garantizaba igualmente el derecho a la vivienda, se aceptaban los bienes de consumo que es elemento típicamente liberal y se garantizaban las libertades económicas al igual que la herencia y el derecho a la propiedad, aunque se permitía la expropiación como utilidad pública como contrapunto a la colectivización propuesta por las tesis leninistas. La Constitución abría la posibilidad de una socialización importante al proponer tanto la reforma agraria como la socialización de las empresas privadas pero no llegó a aplicarse.

			Al proceso de constitucionalización de derechos de la persona contribuyó, relativamente, también la creación, acabada la Guerra de 1914, de la Sociedad de Naciones (vid. Fernández de Castillejo y Medina Ortega: 1971; Torre: 1971; Neila Hernández: 1997). Esta representó una oportunidad para constituir formalmente la sociedad internacional y dotarla de unos organismos e instituciones. Nació con el objetivo de fomentar una política mundial de desarme y seguridad colectiva y obligar a los países a recurrir al arbitraje en caso de conflicto, interviniendo en distintos contenciosos aunque con resultados desiguales.

			Entre los instrumentos creados por la Sociedad de Naciones en pro del desarrollo del discurso de los derechos humanos, cabe destacar la creación en 1919 de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, como una alternativa reformista al modelo revolucionario soviético. Se presentaba como una herramienta al servicio de la paz y de la democracia política, favoreciendo la homologación y difusión de la política social y la internacionalización del Derecho del Trabajo y luchó por la libertad sindical, plasmándola los Estados parte en leyes. Igualmente merece citar la creación de la Corte Permanente de Justicia Internacional en 1921, precedente del actual Tribunal Penal Internacional de la Haya, establecido en 1998, o la firma del Convenio Internacional para la Supresión de la Esclavitud, firmado en 1926 y completado y ratificado por las Naciones Unidas en 1956, que fueron de trascendente importancia para el futuro discurso internacional de los derechos humanos. Del mismo modo, contribuyó al reconocimiento del derecho a la autodeterminación de los pueblos así como a la no discriminación de las minorías.

			Al socaire de los tiempos, en Francia durante la III República se avanzó hacia los derechos sociales y en torno a 1930 estos florecieron en toda Europa como consecuencia del ascenso de los socialdemócratas o de la izquierda al poder.

			En España, la Constitución de la II República promulgada en 1931 (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 212-218), de signo claramente progresista e inspirada en las más avanzadas de la época, procuró para el país una democracia política y social e incluyó una extensa declaración de libertades y derechos económicos, sociales y culturales. El texto ofrecía un modelo de estado laico, otorgaba una orientación social a la propiedad al someterla al interés público y al prever la expropiación mediante indemnizaciones. Reconocía la igualdad en el derecho a la educación y a la cultura, así como la igualdad entre los sexos favoreciendo diversos artículos medidas para lograr la emancipación femenina, al conceder a las mujeres, entre otros, el derecho al voto, al que contribuyó enormemente el trabajo de Clara Campoamor.

			De forma paralela al avance de los derechos individuales de primera y segunda generación, medraban por Europa movimientos de extrema derecha y de extrema izquierda que los negaban. El comunismo leninista, el fascismo o el nacismo, durante el periodo de entreguerras, expresión de una modernidad técnica, no representaban el contexto adecuado para la recuperación del discurso universalista de los derechos individuales. La pretensión universalista con que se conciben por principio los derechos de las personas, como apunta la profesora Martínez Quinteiro, choca con la voluntad excluyente e imperialista de las dictaduras (1999, 52).

			Como se anticipaba, el revisionismo leninista se separó del de los socialdemócratas ignorando las constituciones del Este los derechos universales de la persona. Cuando Stalin, introdujo derechos sociales en su Constitución de 1924 estos tendrán únicamente carácter colectivo, resultando un contramodelo de los derechos individuales.

			Por su parte, la emergencia del fascismo ha llevado a algunos autores a considerar que el periodo de entreguerras supuso la gran crisis de los derechos humanos. Los fascismos carecen de respeto por dicha doctrina al considerarla asociada al liberalismo. No en vano, todo estado fascista sacrifica los intereses individuales ante los colectivos. Hitler negó los derechos universales liquidando el Estado social aunque no abandonó políticas sociales de iniciativa estatal, de carácter clientelar y de intención productivista. Sin embargo, las políticas de protección social, por las que optaron este tipo de regímenes fueron de carácter sectorial y otorgadas desde arriba, sin reconocerle a la persona, por el simple hecho de serlo, el derecho a demandarlas o a denunciar su ausencia.

			No obstante, ni el nacismo ni el fascismo renunciaron al uso de dicha terminología aunque vaciándola de contenido. A modo de ejemplo puede citarse cómo en Alemania la «Carta de Derechos de los Trabajadores» prohibía los convenios colectivos, reconocía únicamente un sindicato obligatorio, prohibía el derecho de huelga, etc. Connotaciones similares adquirieron en Italia la «Ley Rocco», de agosto de 1926, por la que el Estado se erigía en árbitro de los problemas laborales, o la «Carta del Trabajo», de abril 1927, por la que Mussolini creaba un Estado corporativo en el que la lucha de clases era sustituida por el pacto entre patronos y obreros.

			En España tanto el «Fuero del Trabajo» como el «Fuero de los Españoles» vaciaron de contenido los derechos, supeditando su ejercicio a los principios fundamentales del Movimiento (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 253-262). Las Leyes Fundamentales no pasaban de ser una pura enumeración programática de derechos, con un planteamiento admonitor sin carácter normativo. Leyes de rango inferior debían encargarse de dotarlos del mismo, acomodándolos a los principios generales del Movimiento. Con el tiempo, Franco hubo de cambiar su discurso para poder ser aceptado en el nuevo contexto internacional, para ello apeló al reconocimiento teórico de derechos y libertades, aunque estos permanecieron hasta el final de la Dictadura carentes de significado y de aplicación. Los derechos humanos quedaron como reivindicación y, al mismo tiempo, como denuncia de su incumplimiento por parte de la oposición ante las instancias internacionales pero no fueron plenamente restablecidos hasta la instauración de la democracia y la Constitución de 1978 (vid. Pando Ballesteros: 2006, 59-73).

			En otros países como Yugoslavia, Rumania, Portugal, Polonia, Grecia o Hungría también se instauraron regímenes dictatoriales durante el periodo de entreguerras. En todos ellos se produjo la negación del discurso de los derechos humanos siguiendo una línea argumentativa semejante a la descrita.

			Las dictaduras condicionaron también la situación de las mujeres, despojándolas de derechos adquiridos, condenando el feminismo, exaltando su función maternal y su condición de esposas y amas de casa, legitimando dicha política mediante la promulgación de Códigos Civiles que permanecieron vigentes, en el mejor de los casos, hasta mediada la década de los cuarenta. En los países que no tuvieron tanta suerte, como en España, las mujeres vivieron bajo el sometimiento de esos regímenes hasta los años setenta (vid. Martínez Quinteiro: 2003, 383-394; Pando Ballesteros: 2000, 25-52).

			El estallido de la II Guerra Mundial en 1939 hizo tambalearse la estabilidad de todos los países, fascistas o demócratas, pero su desenlace logró que las fuerzas democráticas triunfaran sobre la opresión totalitaria y promovió la expansión de los derechos humanos. Esta vez también en beneficio de las mujeres.

			Tras la Guerra, la conciencia de la necesidad de hallar valores compartidos que se opusieran al fascismo desembocó en la internacionalización del discurso de los derechos humanos, sin que ello supusiera una ruptura con la protección de los mismos a nivel nacional sino procurando su generalización.

			En la Conferencia de San Francisco se adoptó por unanimidad la Carta de Naciones Unidas en la que se establecía el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión junto al mantenimiento de la paz y de la seguridad internacional así como el fomento de las relaciones de amistad entre las naciones. Para llevar a cabo estos propósitos, el Comité Económico y Social de las Naciones Unidas organizó en 1946 una Comisión de derechos humanos que elaboraría, dos años después, la Declaración Universal de los Derechos del Hombre (vid. Gómez Isa, et al.: 2002), documento fundamentalmente liberal, aunque con concesiones a la democracia social, que reconoce derechos civiles y políticos al mismo tiempo que derechos económicos, sociales y culturales, aunque sin valor jurídico vinculante. El texto al principio solo era una declaración de buenas intenciones que se convirtió en derecho positivo cuando las constituciones de los Estados lo fueron incorporando (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 283-287). A partir de ese momento, se produjo la internacionalización de los derechos humanos, promovida por los EEUU, Gran Bretaña y el resto de los países democráticos, que aprovecharon la entente con la Unión Soviética para intentar forzar a los países socialistas a reconocerlos.

			El desarrollo de los derechos de la mujer, de notoria incidencia en las relaciones de género, acompañó a todo el proceso de expansión de los derechos humanos que acabamos de describir (vid. Folguera: 2007). Ya a la altura de 1945 la igualdad de los sexos había entrado en la Carta Fundacional de las Naciones Unidas, gracias a la presión de las plenipotenciarias nombradas para contribuir a la organización de la ONU (vid. Rodríguez Manzano: 2008). La Comisión sobre la Condición Social y Jurídica de la Mujer, creada en 1946, trabajaría por la inclusión de la igualdad en la Declaración de los Derechos del Hombre de 1948, ya presente en la Constitución italiana de 1947, y que sería incorporada también en la alemana de 1949, aunque en Alemania, como hemos visto, la había reconocido previamente la Constitución de Weimar. A partir de ese momento se avanzó mucho y muy rápido en el reconocimiento de dicha igualdad y el movimiento de mujeres empezó a cosechar mayores conquistas en el terreno político, consiguiendo el voto aquellas que aún no lo disfrutaban[7].

			En los respectivos países se iba procurando avanzar hacia la democracia y el establecimiento del Estado del Bienestar. En Francia, finalizada la guerra y la ocupación nazi del país se revalorizaron los derechos humanos. La Constitución de 1946 que inauguraba la IV República, incluía, ya en el preámbulo (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 239-240), la igualdad entre los sexos así como la igualdad de derechos y deberes con los pueblos de ultramar. El texto defendía las libertades públicas e incluía derechos de segunda generación en un momento en que las alianzas políticas, la agitación social y los recursos económicos procedentes del Plan Marshall posibilitaron el ejercicio de la política social y la creación del Estado del Bienestar (vid. Ritter: 1991, 190-191), que avanzó hacia la consolidación democrática con el paso a la V República, a partir de 1958, pese a su criticable política exterior.

			El Estado social y democrático de Derecho, al que coadyuvó no solo la Constitución francesa de 1958 sino también la Italiana de 1947 y la Ley Fundamental de Bonn de 1949, supuso una evolución del Estado Liberal Democrático. De tal forma que sin anular los principios del mismo, se incluyeron determinados derechos sociales y económicos que permitieron corregirlo.

			El Reino Unido, donde las leyes laborales y sindicales habían sido muy tempranas[8], diseñó, después de la II Guerra Mundial, una política social importante a partir del partido laborista y fundamentalmente de William Beveridge. Este economista británico fue el artífice de las bases teóricas para la instauración del Estado del Bienestar a través del informe Social Insurance and Allied Services de 1942, más conocido como Beveridge Report. El proyecto de Beveridge se apoyaba, en parte, en las teorías intervencionistas de John Maynard Keynes, que habían inspirado algunas de las reformas sociales de los años 30 y se concebía como una respuesta a las necesidades inmediatas creadas por la Guerra, reparto equitativo de los escasos recursos y nacionalización de servicios públicos, y como antídoto ante males estructurales del capitalismo como el desempleo y la pobreza.

			El objetivo de Beveridge era dotar al país de un sistema avanzado de seguridad social que permitiera a los ingleses tener cubiertas sus necesidades mínimas en sanidad, educación, vivienda…, ante cualquier contingencia de su vida laboral, durante toda su vida, «de la cuna a la tumba», y cualquiera que fuera su origen social. La resistencia de los conservadores que gobernaban en coalición con los laboristas impidió implementar el proyecto hasta la llegada de los laboristas al poder, tras la victoria electoral de julio de 1945. No obstante, la influencia de este modelo de solidaridad social en la posguerra fue enorme, fue adaptándose a las particularidades de los diferentes países (vid. Beveridge: 1944, 186-198) y fue aplicándose en las resoluciones de la OIT.

			En 1966, las Naciones Unidas adoptaron el Pacto de Derechos Civiles y Políticos y el de Derechos Sociales, Económicos y Culturales (vid. Nowak: 2004; Milá Moreno: 2004) que, tras ser ratificados en 1976 por un gran número de países, pasaron a ser de obligado cumplimiento para los Estados parte, al tiempo que muchos de ellos iban incorporando la Declaración Universal en sus Constituciones. Dichos Pactos, surgieron, promovidos por la Comisión de derechos humanos, con el fin de conseguir que la Declaración de 1948 adquiriera rango jurídico obligatorio. En 1968, la Conferencia de Teherán determinó el carácter vinculante de la Declaración dando lugar a la aparición de un Derecho Internacional de los Derecho Humanos.

			La Declaración de 1948 junto a los Pactos de 1966, forman lo que se conoce como la Carta Internacional de Derechos Humanos. Junto a ella existen numerosas Resoluciones, Declaraciones y Convenios de la Asamblea General de la ONU que versan sobre los derechos fundamentales tales como el derecho a la autodeterminación; a la eliminación de la discriminación; sobre crímenes de guerra y contra la humanidad; sobre la esclavitud, servidumbre y trabajos forzados; sobre el derecho a la libertad individual; sobre nacionalidad, apatridia, asilo y refugio; sobre la libertad de información y de asociación; sobre la política de empleo; sobre derechos políticos de la mujer; sobre la familia, la infancia y la juventud o sobre el bienestar social y el derecho a la cultura.

			Por su parte, la OIT ha establecido sus propios mecanismos para la aplicación de los principios que la gobiernan y ha elaborado numerosos Convenios y adoptado Recomendaciones que recogen las normas internacionales sobre el trabajo adoptadas por la Conferencia de la Organización que abarca una amplia gama de materias que pertenecen a sus ámbitos de competencia (vid. Hepple: 1994; OIT: 1995; Martínez Quinteiro: 1997).

			También la Conferencia de la UNESCO ha establecido Convenios en el área de la educación y la cultura que engloban esencialmente el conjunto de los derechos humanos que le competen.

			Es preciso destacar la importancia del desarrollo del proceso de descolonización en el reconocimiento y formulación de los derechos humanos de determinados países como otro de los logros de la ONU, impulsando el avance de los pueblos sometidos hacia la independencia, gracias a la afirmación del derecho colectivo a la libre determinación de los pueblos, como presupuesto para el disfrute de los derechos humanos, o el reconocimiento de la legitimidad de las guerras de liberación nacional que emprenden los pueblos sometidos.

			En 1967 se creaba un nuevo instrumento para trabajar por la igualdad: la Declaración sobre la Eliminación de toda Discriminación contra las Mujeres (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 458-472). Un año después, en 1968, la Conferencia de Teherán determinaba el carácter vinculante de la Declaración Universal de 1948, dando fuerza al derecho internacional de los derechos humanos y proyectando un programa a largo plazo para promover los derechos de las mujeres. Para protegerlos, surgieron una serie de instituciones y organizaciones dependiente de la ONU.

			En el último cuarto de siglo distintos instrumentos han contribuido a situar la causa de la igualdad de género en el centro del debate internacional, como son las cuatro Conferencias Mundiales sobre la Mujer convocadas por las Naciones Unidas (vid. Rivero Méndez: 2006; Casas Torres: 1998), así como los mecanismos derivados de ellas en la lucha por la igualdad tales como la «Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer», CEDAW, aprobada en 1979, o el «Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer», UNIFEM, en 1984, entre otros.

			En 1993 la ONU consideró necesario volver a hacer un explícito reconocimiento de los derechos de las mujeres como derechos humanos. La Declaración de Viena (vid. Peces-Barba, et al.: 2001, 320-331) afirmó, en efecto, que los «derechos humanos de la mujer y la niña son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales».

			La toma de conciencia de la discriminación de la mujer y de la necesidad de tomar medidas para paliarla, fue propiciada, en parte, por el movimiento feminista (vid. Larumbe: 2001; Thornham: 2005) que ha ido actualizando las denuncias de los nuevos atentados contra la igualdad de las mujeres y las nuevas formas de discriminación (vid. Mackinnon: 1995; López de la Vieja: 2000; Amorós: 2000; Sendón de León: 2002; Amorós: 2005).

			Aunque en el ámbito de las Naciones Unidas no existe un sistema que garantice plenamente la sanción jurisdiccional por violación de derechos humanos (vid. Paniagua Redondo: 1996), sin embargo, con el tiempo se ha intentado crear una Jurisdicción Penal Internacional capaz de enjuiciar las violaciones graves y masivas de los derechos humanos. Aparte de los Tribunales de Núremberg y Tokio, otros Tribunales Internacionales ad hoc, fueron creados por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, como los de la ex-Yugoslavia y Ruanda. Con posterioridad a ellos, se ha creado un Tribunal Penal Internacional de carácter permanente para sancionar las violaciones más graves, cuyo estatuto fue aprobado en 1998, que sin duda es uno de los logros de mayor significación para el avance de la protección de los derechos humanos, aunque su eficacia dependa de que a él se adhieran el mayor número de Estados (vid. Bollo Arocena y Quel López: 2001; Abrisketa: 2002).

			De forma paralela al sistema de derechos humanos de las Naciones Unidas, nos encontramos con otros sistemas regionales como el americano, el africano o el Sistema Europeo que tratan de protegerlos e impulsarlos (vid. Martín Retortillo: 1998).

			En los últimos tiempos, estamos asistiendo a un gran movimiento de contestación de los derechos humanos ligado a la negación de la modernidad y del iusnaturalismo. Parece que falta el consenso necesario para asegurar el reconocimiento universal de tales principios, paradójicamente, cuando podría presumirse que la globalización crearía el contexto más idóneo para que se produjera el salto desde la internacionalización del discurso de los derechos humanos a su mundialización real. Lejos de ser así, para algunos autores la globalización, que viene acompañada de la posmodernidad, y los derechos humanos, expresión de la modernidad, son realidades antitéticas (vid. Lucas: 2003; Catalina Ayora y Ortega Terol: 2003; Maquieria: 2007; Martín de la Guardia y Pérez Sánchez, dirs.: 2009).

			
				
					[1] Seguimos la definición de Scott para quien el concepto «género» era «una categoría cultural impuesta sobre un cuerpo sexuado», aunque ya con anterioridad se había empezado a emplear el término «género» como rol asignado determinante de las relaciones entre mujeres y hombres, proporcionando su uso crítico categorías analíticas nuevas y cambios metodológicos que transforman los paradigmas históricos tradicionales (vid. 1990, 23-56).

				

				
					[2] Es preciso entender los derechos de las mujeres como derechos humanos y conocer la evolución de su reconocimiento sin caer en interpretaciones simplistas de las que se deduzca la victimización femenina o su heroicidad frente a la opresión. Para ello conviene situar la compleja experiencia colectiva de las mujeres en una amplia dimensión que integre tanto los mecanismos de subalteridad y exclusión de derechos como las estrategias de resistencia y subversión femenina. Solo así las mujeres serán vistas como agentes históricos con capacidad para diseñar estrategias que cuestionen o renegocien las limitaciones de los Textos Constitucionales, Cartas de Derechos o Códigos Civiles para conseguir mayor autonomía.

				

				
					[3] La Modernidad para algunos empieza con la Ilustración en el s. xviii, mientras que para otros lo hace en los siglos xv-xvi, cuando el protestantismo defiende la libre interpretación de la Biblia conforme a la razón y el movimiento humanista empieza a plantear las verdades de aquella frente a las reveladas.

				

				
					[4] Ha de abordarse el feminismo como un movimiento social plural que ha presentado, en cada época y contexto, diversas formas de resistencia y combatividad a favor de los intereses femeninos, desde la lógica de la igualdad hasta quienes reivindicaban sus derechos basándose precisamente en la diferencia con sus compañeros del sexo contrario, o la conjunción de ambos planteamientos, dependiendo de lo que pareciera más oportuno en cada momento. Todo lo cual no dejó de provocar tensiones entre las propias mujeres a lo largo de la Historia (vid. Scanlon: 1986; Beltrán y Maquieira eds.: 2001; Amorós: 2005; Folguera ed.: 2007).

				

				
					[5] Antes de la Gran Guerra podían votar las mujeres de Nueva Zelanda (1893), Australia (1902), Finlandia (1906) Noruega (1913) y Dinamarca (1915).

				

				
					[6] Las norteamericanas lo obtuvieron en 1920 las británicas aunque pudieron votar en 1918 no lo hicieron plena igualdad con los hombres hasta 1928. Las mujeres de Irlanda, Polonia, Georgia y Rusia votaron en 1918 y las de Islandia, Luxemburgo, Alemania, Suecia y Países Bajos en 1919.

				

				
					[7] En 1945 votaban por primera vez las francesas, en la IV República, al año siguiente lo hacían las italianas, y, en 1948, las Belgas.

				

				
					[8] El Partido Laborista había creado en 1908 un sistema de pensiones para ancianos pobres junto a un seguro de enfermedad y de paro de carácter obligatorio para determinados obreros (vid. Ritter: 1991, 76-80).
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